A LA DIRECTORA GENERAL DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
MINISTERIO DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

D/Dª ______________________________, Funcionario/a del Cuerpo ___________________________________________, con NRP _____________ y con domicilio a efectos de notificaciones en _______________________________________________________ ante la Dirección comparezco y como mejor proceda en Derecho DIGO:

Que por medio del presente escrito, y dentro de los cauces dispuestos por la LEY 30/92 DE 26 DE NOVIEMBRE SOBRE RÉGIMEN  JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN, esta parte comparece para poner en conocimiento de la Administración actuante los siguientes hechos y circunstancias:
Primero.- El funcionario que suscribe pertenece al Cuerpo ______________________________ procedente del Grupo C (antigua clasificación suscrita por la Ley 30/84). Tras la aprobación del reciente Estatuto Básico del Empleado Público (Ley 3/2007), esta parte ha quedado encuadrado dentro del Subgrupo C1. Todo ello, pese a las circunstancias funcionales y académicas que a continuación se expondrán.

Segundo.- Sin perjuicio de la manifiesta irregularidad formal que ello supone, y que denunciamos con absoluta vehemencia, diremos en primer lugar que la titulación que este funcionario acredita, y de la que esta Dirección tiene expresa constancia, le hace merecedor de ser encuadrado dentro del Grupo B.


Debe de advertir esta Dirección los siguientes extremos. A este funcionario se le exigió para el ingreso en el Cuerpo al que hoy pertenece, disponer de la titulación de Bachiller, Formación Profesional de Segundo Grado o equivalente. 


La LO 2/06, de 3 de mayo de Educación, tras lad modificaciones del sistema educativo en ella contenidas, acordó la absoluta equivalencia del Título de Formación Profesional de 2ª Grado o Técnico Especialista contenido en la Ley 14/70, con el Título de Técnico Superior que hoy le sustituye. 


Defiende esta parte que, atendiendo a las modificaciones introducidas por el EBEP en la Ley 30/84, este funcionario debería quedar encuadrado dentro del Grupo B por exigirse para ello la posesión del Título de Técnico Superior y por disponer quien suscribe de dicho título.

Tercero.- Nuestro Tribunal Supremo, en su sentencia de fecha 16 de diciembre de 2004 (recurso 89/02) determinó con absoluta claridad que la titulación, siendo el factor o elemento de hecho exigido para el ingreso en el Cuerpo o Escala, se exige necesariamente como punto único de análisis, sin que puedan entrar en juego otros factores personales o concretas circunstancias funcionales.


Señalaba el Alto Tribunal, en la sentencia referida y respecto a un funcionario perteneciente a la Escala de Conductores y de Taller del Parque Móvil del Estado (se le había encuadrado en el Grupo E y solicitaba su adscripción en el D) que “en el presente caso, siendo la titulación exigida la del Certificado de Estudios Primarios, la equivalencia establecida entre dicho título y el de Graduado Escolar en la Orden de 1986, otorgaba al recurrente el derecho  a su clasificación en el Grupo D, a tenor de lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley 30/84 QUE, AL REGULAR LOS Grupos de clasificación, establece que los Grupo, Escalas, Clases y Categorías de funcionarios al servicio de las Administraciones Públicas se agruparán “ de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso””.

En este caso se cumplen todos y cada uno de los presupuestos que formalmente se exigen para calificar una conducta (en este caso la Administrativa) como arbitraria y, por supuesto, contraria al artículo 9.3 CE. Nuestra jurisprudencia entiende infringido el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos en los siguientes términos. 


El ARTÍCULO 9.3 DE NUESTRO TEXTO CONSTITUCIONAL incluye entre los principios que expresamente garantiza el de INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD DE LOS PODERES PÚBLICOS. Analizado en su esencia, y al margen de las distintas consideraciones doctrinales que al respecto han podido verterse, dicho principio ha de entenderse como la  “ (...) la proscripción formal de un tipo de mando, de poder, entendido como simple expresión de la voluntad y la fuerza de quien lo detenta, sea éste quien sea y por grande que sea su legitimidad de origen, que en el contexto general del sistema se da por descontada. De lo que se sigue necesariamente la exigencia imperativa e inexcusable del fundamento adicional de la razón para toda decisión en la que el poder se exprese. El único poder que la Constitución acepta como legítimo en su concreto ejercicio ha de ser, pues, el que se presente como resultado de una voluntad racional, el que demuestre en cada caso que cuenta con razones justificativas. El simple porque sí queda así, formal y solemnemente erradicado en nuestro sistema jurídico. 


Al margen de que todo acto administrativo dictado en el ejercicio de las oportunas facultades competenciales, ha de traslucir una motivación jurídica que así lo justifique, la virtualidad del principio de interdicción. Pese a ello, la eficacia de dicho principio ofrece un “plus” garantista añadido. A tales efectos, NO BASTA CON ADUCIR O EXPRESAR ALGUNA RAZÓN, CON MOTIVAR EL ACTO EN CUESTIÓN DEL CUALQUIER MANERA. La exigencia de razones que resulta del ARTÍCULO 9.3 CE no se agota, como es evidente, en el puro plano formal de la motivación. Las razones que la autoridad que decide ha de aducir para excluir la tacha de arbitrariedad tienen que tener alguna consistencia, deben de proporcionar un fundamento objetivo capaz de sostener la decisión, han de ser, pues, razones justificativas, susceptibles de asegurar para la decisión a la que se refiere el calificativo racional. 


La actuación de los Tribunales, de conformidad con dicho mandato constitucional, ha de consistir en verificar si en el ejercicio de su libertad decisoria, la Administración ha observado o no los límites con los que el Derecho acota dicha libertad y si, finalmente, la decisión adoptada puede considerarse, en consecuencia, como una decisión racionalmente justificada, o por el contrario, como el simple fruto de la voluntad de quien la ha adoptado. 


Para la verificación de dicho extremo, se requiere la práctica de un doble test:

TEST DE RACIONALIDAD. El Tribunal deberá comprobar:

· SI LA REALIDAD DE LOS HECHOS HA SIDO RESPETADA O FALSEADA, PORQUE A LOS HECHOS NO ALCANZA, COMO ES OBVIO, LA LIBERTAD CARACTERÍSTICA DEL PODER DISCRECIONAL.
· SI SE HA TOMADO O NO EN CONSIDERACIÓN POR LA ADMINISTRACIÓN, ALGÚN FACTOR JURÍDICAMENTE RELEVANTE O SE HA INTRODUCIDO POR ELLA EN EL PROCEDIMIENTO DE ELABORACION ALGÚN OTRO FACTOR QUE NO LO SEA.
· SI SE HA TENIDO EN CUENTA O SE HA OBVIADO EL MAYOR  VALOR QUE, EVENTUALMENTE, OTORGUE EL ORDENAMIENTO JURÍDICO A ALGUNO DE ESOS FACTORES.
· SI, EN EL SUPUESTO DE TENER TODOS LOS FACTORES DE OBLIGADA CONSIDERACIÓN EL MISMO VALOR JURÍDICO, SE HA RAZONADO O NO LA CONCRETA OPCIÓN A FAVOR DE UNO DE ELLOS O EL RAZONAMIENTO APORTADO ADOLECEDE ERORES LÓGICOS O, EN FIN, RESULTA INCOSISTENTE CON LA REALIDAD DE LOS HECHOS.
Si el resultado de este primer test resulta DESFAVORABLE PARA LA ADMINISTRACIÓN, el Tribunal actuante deberá de anular el acto impugnado. Si por el contrario, el resultado del mismo corrobora los términos asumidos por la Administración, el Tribunal deberá de confirmar el mismo A MENOS QUE LA SOLUCIÓN DADA (SEGUNDO TEST) ADOLEZCA DE INCOHERENCIA POR SU NOTORIA FALTA DE ADECUACIÓN AL FIN DE LA NORMA, ES DECIR, DE APTITUD OBJETIVA PARA SATISFACER DICHO FIN, O QUE RESULTE CLARAMANTE DESPROPORCIONADO. 

En el supuesto que se analiza, no sería necesario, ni siquiera, realizar el segundo de los test que impone la norma constitucional porque, sin perjuicio de que el resultado impuesto contraviene el fin de la norma, lo cierto es que los elementos de hecho que contienen el primero de los test (Test de racionalidad) confieren sin duda un resultado desfavorable para la Administración actuante. 


Exige nuestra doctrina, para la consecución de dicho análisis, un análisis de los elementos de hecho concurrentes a los efectos de determinar si su realidad ha sido respetada o bien, tergiversada o falseada. Si para la clasificación de un funcionario en un grupo determinado es necesario atender a la titulación exigida para su concreto encuadramiento, la Administración olvida que este solicitante, vistas las pautas de equivalencia descritas, posee la titulación que se le exige para su inserción dentro del Grupo B (Título de Técnico Superior). 

Efectivamente, resulta imprescindible tener presente aquellas “pautas de equivalencia” (descritas en los primeros expositivos). Si esto no hubiera sido así, el segundo de los elementos que componen el llamado Test de Racionalidad también desvelaría un resultado desfavorable para la Administración toda vez que, como bien hemos venido indicando, la LO 2/2006 equiparó el Título de Formación Profesional de Segundo Grado o Técnico Especialista con el Título de Técnico Superior. De igual forma, cabe señalar que la Administración, atendiendo al cúmulo de “factores jurídicamente relevantes” contenidos en dicho test, tampoco ha tenido presente que a este funcionario se le ha encuadrado dentro de un subgrupo (C1) para el que se exige el Título de Bachiller o Técnico (antigua FP1) es decir, una titulación inferior a la que este funcionario dispone. 


¿Puede encuadrarme esta Administración en un grupo o subgrupo cuya titulación exigida es inferior a la que dispongo en lugar de adscribirme a un grupo superior cuya titulación exigida sí poseo?. Pese a que la respuesta se erige sencilla (en su sentido negativo) la Administración entiende y parece asumir (a la espera de las normas posteriores de desarrollo) todo lo contrario. Y esta es la razón por la que no podemos sino calificar el acto denunciado como arbitrario y, por tanto, nulo de pleno Derecho.

Cuarto.- Al margen de lo todo lo expuesto, podríamos entender vulnerado el deber de la Administración de promover la actualización y perfeccionamiento de la cualificación profesional de los funcionarios de carrera, contenida en el artículo 16.2 EBEP porque, como bien se ha manifestado en otras sedes, el hecho de encuadra a este funcionario dentro del subgrupo C1 implica rebajar y no reconocer la cualificación exigida para el desempeño de sus funciones propias.

De igual forma, y también se ha manifestado en otras instancias, se plantea una cuestión de extraordinaria importancia y que, a fecha de la presente, la Administración actuante no ha resuelto o, cuanto menos, explicitado. Desconocemos si la “degradación” profesional de este funcionario deja sin efecto todos los actos de promoción interna llevados a efecto desde su fecha de ingreso en el Cuerpo al que pertenece.


Pero sin duda, y podemos decir esto como marco general de análisis y al hilo de los conatos de arbitrariedad denunciados, la Administración infringe la doctrina impuesta de actos propios. El contenido y finalidad de este instituto determina que la Administración debe de estar sometida al contenido y resultado de sus actos precedentes. De esa forma, si ésta decidiera alterar dicho criterio, ex artículo 54.2 de la Ley 30/92 sobre régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, debe la Administración motivar el sentido con absoluta claridad el sentido del cambio. Aplicado ello al supuesto que se analiza, no puede argumentarle la Administración a este funcionario que para acceder al cuerpo al que pertenece se exige una titulación determinada y que, ahora, sin haber variado las circunstancias que pudieran justificar una mutación en el criterio preestablecido, se exige otra titulación menor. 


.-  Para analizar la virtualidad y efectos materiales de la DOCTRINA DE ACTOS PROPIOS, resulta apropiado citar, por todas, la SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO (SALA 3ª, DE LO CONTENCIOSO – ADMINISTRATIVO) DE FECHA 22 DE ENERO DE 2007, SECCIÓN 6ª, NÚMERO DE RECURSO 843/2004 Y SIENDO PONENTE LA EXCMA. SRA. ROBLES FERNÁNDEZ en cuya virtud se aduce:
Debemos recordar, a estos efectos, los pronunciamientos del Tribunal Constitucional sobre el alcance y significado de la doctrina de actos propios que la parte recurrente suscita. En la Sentencia del Tribunal Constitucional 73/1988, de 21 de abril , se afirma que la llamada doctrina de los actos propios o regla que decreta la inadmisibilidad de venire contra factum proprium, surgida originariamente en el ámbito del Derecho privado, significa la vinculación del autor de una declaración de voluntad generalmente de carácter tácito al sentido objetivo de la misma y la imposibilidad de adoptar después un comportamiento contradictorio, lo que encuentra su fundamento último en la protección que objetivamente requiere la confianza que fundadamente se puede haber depositado en el comportamiento ajeno y la regla de la buena fe que impone el deber de coherencia en el comportamiento y limita por ello el ejercicio de los derechos objetivos. 

El principio de protección de la confianza legítima ha sido acogido igualmente por la jurisprudencia de esta Sala del Tribunal Supremo (entre otras, en las Sentencias de 1 de febrero de 1990, 13 de febrero de 1992, 17 de febrero, 5 de junio y 28 de julio de 1997 ), y se consagra en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre , tras su modificación por la Ley 4/1999, que en su artículo 3, cuyo número 1, párrafo 2º , contiene la siguiente redacción: Igualmente, deberán (las Administraciones Públicas) respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza legítima. 

El contexto interpretativo de estos principios jurídicos se advierte en la Exposición de Motivos de la citada Ley procedimental administrativa, cuando afirma lo siguiente: En el título preliminar se introducen dos principios de actuación de las Administraciones Públicas, derivados del de seguridad jurídica. Por una parte, el principio de buena fe, aplicado por la jurisprudencia contencioso-administrativa incluso antes de su recepción por el título preliminar del Código Civil. Por otra, el principio, bien conocido en el derecho procedimental administrativo europeo y también recogido por la jurisprudencia contencioso-administrativa, de la confianza legítima de los ciudadanos en que la actuación de las Administraciones Públicas no puede ser alterada arbitrariamente. 


Pues tomando la última frase extractada de la sentencia, este funcionario entiende que la Administración reclamada ha variado los cauces previstos de su actuación de forma arbitraria quebrando, no sólo la confianza legítima que esta parte pudiera tener sobre su caso concreto atendiendo a las circunstancias funcionales de las que es legítimo titular, sino la más estricta legalidad atendiendo a los precedentes que, por ser meridianamente claros, se erigen de obligado cumplimiento. 

En su virtud, 

SOLICITO A LA DIRECCIÓN que, teniendo por presentado este escrito con sus copias, se sirva admitirlo, tenga por hechas las manifestaciones en él contenidas para que, siguiendo los trámites oportunos, dicte resolución acordando:

· INTEGRAR DEFINTIVAMENTE A ESTE FUNCIONARIO DENTRO DEL GRUPO B DE LOS ESTABLECIDOS POR EL ARTÍCULO 76 DE LA LEY 7/2007.

· RECONOCER EL DERECHO DE ESTE FUNCIONARIO A QUE LE SEAN ABONADOS CON EFECTOS DESDE EL 1 DE ENERO DE 2008 TODAS LAS RETRIBUCIONES ASÍGNADAS POR LA LEY GENERAL DE PRESUPUESTOS DEL ESTADO A DICHO GRUPO.

· RECONOCER EL DERECHO DE QUE LE SEAN APLICADOA ESTE FUNCIONARIO TODOS LOS DERECHOS ECONÓMICOS , ADMINISTRATIVOS O DE CUALQUIERA ÍNDOLE QUE DEVENGUEN DE LA INTEGRACIÓN SOLICITADA EN EL PUNTO PRIMERO.

En Madrid, a ___ de ____________ de 2008.

DIRECTORA GENERAL DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

C/ María de Molina 50.

28071 Madrid. 
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